

MODELO ESCRITO DENUNCIA ART. 315 CP IMPDIR DCHO HUELGA

AL JUZGADO DE GUARDIA DE

Dña XXXXX , abogado / procurador, , NIF Nº, abogado, colegiado nº del ICA / ICAP de XXX y despacho profesional en CP - Población (Provincia), Tlfno y correo eletrónico y en calidad de DENUNCIANTE, como mejor proceda, comparezco y DIGO :

Que mediante el presente escrito, vengo a interponer, en tiempo y forma, DENUNCIA frente a XXX, NIF Nº, abogado, colegiado nº del ICA / ICAP de XXX y despacho profesional en CP - Población (Provincia), Tlfno y correo eletrónico / calidad de Decano del ICA / ICP  con CIF, domicilio en CP - Población (Provincia), Tlfno y correo eletrónico / Juez-Magistrado-LAJ , en calidad de DENUNCIANDO, de conformidad con los siguientes

HECHOS

PRIMERA.- HECHOS OBJETO DE DENUNCIA

Hemos de partir de una consideración esencial: el servicio de orientación jurídica / guardias / turno de oficio es un servicio público, la relación jurídica  entre las partes es muy clara: el empleador es la Administración, el gestor del servició público el colegio de abogados / procuradores y empleado, el procurador / abogado denunciante, estando sometidos a las directrices administrativas que marca la Administración y/o el colegio.

El Sindicato Advocatorum Unio, conocido como Venia, ha convocado para el 21/11/23 huelga nacional e indefinida de abogados y procuradores de turno de oficio, siendo un hecho público y notorio, estableciéndose una serie de reinvindicaciones.

El denunciante se encuentra adscrito al turno del oficio.

Los hechos son los siguientes (pormenorizar de forma concisa y documentada):

A tal fin se aportan los siguientes

DOCUMENTOS
UNO.-
DOS.-
TRES.-
CUATRO.-
CINCO.-
SEGUNDO.- VULNERACIÓN DE DERECHO FUNDAMENTAL DEL EJERCICIO DEL DERECHO DE HUELGA DEL DENUNCIANTE RECONOCIDO EN EL  ART. 28.2 CE
De los relatados hechos ut supra, así se desprende.

El art. 28.2 de la CE establece: << Se reconoce el derecho a la huelga de los trabajadores para la defensa de sus intereses. La ley que regule el ejercicio de este derecho establecerá las garantías precisas para asegurar el mantenimiento de los servicios esenciales de la comunidad >>.

Nunca se ha producido ese desarrollo por ley, por lo que han sido los Tribunales los que han tenido que ir haciendo esa labor ante la laguna legal en la que nos encontramos. 

Desde este mismo momento hay que dejar indicado que el derecho a la huelga no solo es un derecho constitucional sino que por su ubicación en la Norma Suprema es un Derecho Fundamental.

El artículo 28 CE (al igual que ocurre con los demás preceptos del Capítulo II del Título I de la Constitución) vincula directamente a las Administraciones Públicas (sin necesidad de mediación del legislador ordinario ni de desarrollo normativo alguno), tal y como se desprende de la STC 80/1982.

Los derechos fundamentales y las libertades públicas se protegerán, en primer lugar, por los Tribunales ordinarios, que son sus primeros garantes en el ordenamiento jurídico.

Es tal la protección que el ordenamiento jurídico le otorga a este derecho que protege este derecho en todos los ámbitos normativos, esto es:

-En la jurisdicción contencioso-administrativa: de los derechos fundamentales en el ámbito contencioso-administrativo (arts 114-122 LRJC-A);

-En la jurisdicción social (arts 177-184 LRJS); 

-En la jurisicción penal: tipifica en su CP (art. 315 CP) conductas  vulneradoras del derecho a la huelga  siendo el bien jurídico protegido el derecho a hacer huelga.

Y abundando más, si ha sido reconocido a los abogados (y procuradores) el derecho fundar sindicatos y afiliarse a los mismos (art. 2 Ley Orgánica 11/1.985 de Libertad Sindical) ex STC 123/1987 de 15 de julio, es obvio que tales derechos estarían vacíos de todo contenido práctico si no tuviesen opción a ejercitar el derecho de huelga. Por otra parte, si el legislador no ha prohibido expresamente el ejercicio del derecho de huelga a estos profesionales, se desprende que está permitido, no siendo, pudiendo una resolución judicial constreñirlo o dejarlo sin efecto.

TERCERA.- INFRACCIÓN PENAL DEL ART. 315 CP.

De los hechos relatados, se desprende la comisión deL antedicho delito 

Tal invocado artículo preceptúa:

<< 1. Serán castigados con las penas de prisión de seis meses a dos años o multa de seis a doce meses los que, mediante engaño o abuso de situación de necesidad, impidieren o limitaren el ejercicio de la libertad sindical o el derecho de huelga.

2. Si las conductas reseñadas en el apartado anterior se llevaren a cabo con coacciones serán castigadas con la pena de prisión de un año y nueve meses hasta tres años o con la pena de multa de dieciocho meses a veinticuatro meses >>.

REPRODUCIR TODO / PARTE, EN LA MEDIDA EN QUE SEA PROCEDENTE LO QUE SE EXPONE A CONTINUACION (ANALISIS DEL TIPO PENAL)
El numero 1º castiga a los que mediando “engaño o abuso de situación de necesidad”, impidieren o limitaren el ejercicio de la libertad sindical o el derecho de huelga. Se trata por tanto de un delito de resultado material a partir del cual se lesionan los derechos a la libertad sindical y de huelga que deben ser causados a través de los medios típicos del “engaño” o del “abuso se situación de necesidad”, que son los mismos elementos que exige el art. 311 cuando castiga el delito de imposición de condiciones ilegales de trabajo. De ahí que los atentadoscontra la libertad sindical o el derecho de huelga que se lleven a cabo a través de otros medios, no serán sancionados penalmente como indica el AAP de Barcelona 799/2018, de 13 noviembre.

El Código establece que dichas conductas de impedir o limitar la libertad sindical o el derecho de huelga se lleven a cabo “mediante” engaño. Esto no significa que el mismo deba causar un concreto error en un concreto trabajador, sino que basta con el establecimiento de “maquinación o procedimiento malicioso” (AAP de Sevilla 71/2006 de 13 febrero [Tol 6391777].

La equiparación entre los resultados de “impedir” o “limitar” obligan a interpretar esta última conducta como una limitación cualitativa equiparable a la de impedir, de manera que si se limita solo parcialmente entendiendo por tal la incorporación de elementos que simplemente la dificulten, serán sancionadas laboralmente de acuerdo con lo establecido en los arts. 8 y 19 del Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social (SAP de Islas Baleares 70/2017, de 24 marzo [Tol 6100760].

Diferencia esencial entre estas conductas es que en el delito de imposición de condiciones ilegales de trabajo, es que el engaño o el abuso de situación de necesidad deben ser llevadas a cabo por el empresario de forma que impongan a los trabajadores a su servicio condiciones laborales o de Seguridad Social que perjudiquen, supriman o restrinjan los derechos que tengan reconocidos legalmente en los términos analizados con anterioridad, mientras que en el art. 315 el engaño o el abuso de situación de necesidad tiene la finalidad concreta de impedir el ejercicio de la libertad sindical o el derecho de huelga por parte de cualquier persona que no tiene que ser el empresario.

Los problemas se suscitan precisamente en los casos en los que sujeto activo sea este último pues si emplea engaño para impedir el ejercicio del derecho a la huelga o la libertad sindical, estará imponiendo condiciones de trabajo que restringen los derechos que tengan reconocidos legalmente.

En este caso será de aplicación el art. 311 por ser ley preferente en atención al principio de especialidad.

Como bien explica la Sentencia número 70/2017, de 24 de marzo, de la Audiencia Provincial (Secc. 1ª) de Palma de Mallorca:

<< (...) el objeto jurídico de tutela del artículo 315.1, del vigente Código Penal es, pues, la libertad sindical y el derecho de huelga, que se ha venido considerando como especificación de la libertad sindical de los trabajadores, pero no el derecho a adoptar otras medidas de conflicto colectivo diferentes a la huelga.

La acción típica descrita en el artículo 315.1 del Código Penal consiste en impedir o limitar el ejercicio de la libertad sindical o el derecho de huelga, tal y como en definitiva ya venía a establecer con otras palabras el artículo 177 bis del Código Penal , Texto Refundido de 1973, ha de suponer, pues, una aminoración o recorte de la libertad o derechos reconocidos legalmente, la vulneración o el perjuicio de los derechos sindicales o de huelga pero, como señala también la doctrina científica, tales límites y obstáculos no pueden consistir en, simples dificultades fácilmente salvables, pues desde el momento en que se equiparan penológicamente al impedimento, han de representar serias barreras al ejercicio de los mismos, debiendo afectar al contenido esencial de alguno de estos dos derechos, con reconocimiento constitucional >>. 

En el presente caso, por los hechos relatados, el impedimento implica una barrera seria al ejercicio del derecho de huelga en tanto se está tratando de evitar el ejercicio de un derecho de huelga, que la Ley no prohíbe.
En el mismo sentido se pronuncia la jurisprudencia, tal como el Auto de la AP. de Vizcaya de 13 de febrero de 2001 cuando señala que la conducta típica consiste en limitar o impedir el derecho de libertad sindical o de huelga. 

Por "limitar" se entiende el obstaculizar, poner rémoras, impedimentos o perturbarlo; pero la limitación ha de ser de cierta entidad por la idoneidad del instrumento, dejando al margen cualquier otra conducta que no suponga un riesgo tan importante para el bien jurídico tutelado. Por "impedir" debe entenderse coartar de modo definitivo y permanente el ejercicio de derecho, negarlo por completo.

Ahora bien, para afirmar la existencia del delito previsto en el artículo 315.1 del Código Penal no basta con la realización de un acto que impida o limite el ejercicio de la libertad sindical o del derecho a la huelga, sino que se precisa que tal acción se ejecute mediante unos determinados medios comisivos, es decir, mediante engaño o abuso de una situación de necesidad, medios comisivos que han de ser previos o simultáneos al ejercicio del acto que impida o limite tales derechos, y nunca posterior. 

Así señala la doctrina que el artículo 315.1 del vigente Código Penal es sustancialmente diferente al derogado artículo 177 bis del Código Penal , Texto Refundido de 1973, que se refería lacónicamente a quien impidiese o limitase tales derechos sin hacer más precisiones a la hora de determinar la conducta típica; por el contrario, el nuevo artículo 315.1 acota esta amplitud, puesto que enumera los medios por los que han de impedirse o limitarse estos derechos para integrar la infracción penal, al referirse a engaño o abuso de una situación de necesidad como medios comisivos tasados. Por tanto, no todo ataque, a estos derechos fundamentales consagrados en el artículo 28 de la Constitución es necesariamente delictivo, pues puede ser, en palabras de la SAP de Baleares de 27 de noviembre de 2000, que el legislador pensara tipificar sólo los hechos más graves, relegando al ámbito de la jurisdicción social aquellos otros supuestos menos graves .

Y en el Auto número 799/2018, de 13 de noviembre, de la Audiencia Provincial (Secc. 5ª) de Barcelona, se detalla lo siguiente:

<< El significado común de engaño designa la acción y efecto de hacer creer a alguien, con palabras o de cualquier otro modo, algo que no es verdad. Por abuso de situación de necesidad puede entenderse cualquier clase de aprovechamiento o de hacer un uso indebido o excesivo de su especial posición de fuerza en el ámbito de las relaciones laborales, en relación a causas económicas, familiares, de edad, salud, ignorancia, o cualquier otra. Por tanto, el abuso de situación de necesidad no puede entenderse en sentido genérico, como aquélla derivada de la misma desigualdad existente entre trabajadores y empleadores en el mercado laboral. Que las relaciones entre empresario y trabajador respondan a situaciones de desigualdad podrá tener un valor en el plano de la sociología o de la ciencia política, sin duda importante, mas su extrapolación a la concreta labor hermenéutica de los conceptos legales se presenta ayuna de bases sólidas. No debe olvidarse, por una parte, que el tipo describe de forma alternativa las modalidades comisivas: engaño o abuso de situación de necesidad. Si la situación de necesidad típicamente relevante fuera inherente a la propia relación laboral, carecería de sentido la previsión del engaño como conducta específica. Por ello, si el juicio de desvalor penal que expresa el uno equipara el abuso de situación de necesidad a la utilización de un engaño, parece que aquélla deba expresar algo más la que mera desigualdad intrínseca a las relaciones entre el que ofrece el trabajo y quien lo demanda >>.

El tipo agravado del párrafo 2º del art. 315 agrava la pena “si las conductas reseñadas en el apartado anterior se llevaren a cabo con coacciones”. Hasta la aprobación de la LO 1/2015 esta circunstancia de agravación mencionaba en vez de la coacción, la “fuerza, violencia o intimidación”. En este punto la sustitución de aquel término por estos otros no supone ni ampliación ni restricción de la modalidad agravada pues lo único que ha hecho la última ley de reforma ha sido sintetizar en una sola palabra —coacción— la descripción que de la misma se hacía hasta entonces —“fuerza, violencia o intimidación”. En la base de todo este debate se encuentra la evolución que la propia palabra “violencia” ha sufrido como medio típico en el delito de coacción, pues jurisprudencialmente ha pasado de interpretarla en sentido gramatical como vis física, a entender que en su interior entra también la intimidación e incluso la fuerza en las cosas.

Cuando esos medios empleados sean a su vez constitutivos de un delito de coacciones, el art. 77 que regula el concurso ideal de delito pues la misma acción da lugar a la agravación de la pena prevista en el art. 315.2 así como a la comisión de un delito de coacciones (art. 171), en cuyo caso se castigará bien por el tipo agravado o bien por el tipo básico en concurso real con un delito de coacciones. No podría sin embargo castigarse simultáneamente en atención a lo previsto en el art. 315.2 y en el art. 171 porque se violaría el principio non bis in ídem.
Por lo expuesto, 

SUPLICO AL JUZGADO  Que por presentado éste y documentos acompañados, se tenga interpuesta denuncia frente al denunciado, dándosele el curso legal correspondiente, practicándose las diligencias necesarias al efecto y todo lo demás que en derecho proceda.

Es justicia que se pide en XXX, a fecha de firma digital letrada.

